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INFORME PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA REFORMATORIA UNIFICADA AL 

CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA: LIBROS I, II y III 

1.- OBJETO Y ÁMBITO 

El presente informe tiene por objeto poner en conocimiento del Presidente de la Asamblea Nacional 

el informe de primer debate del “PROYECTO DE LEY ORGÁNICA REFORMATORIA UNIFICADA AL 

CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA: LIBROS I, II y III” realizado por la Comisión Especializada 

Permanente de Protección Integral a Niñas, Niños y Adolescentes en las sesiones No. 2023-2025-87, 

de 07 de mayo del 2025, No. 004-CEPPINNA-2025-2027 de 12 de junio de 2025, No. 005-CEPPINNA-

2025-2027 de 17 de junio de 2025, No. 006-CEPPINNA-2025-2027 de 25 de junio de 2025, No. 007-

CEPPINNA-2025-2027 de 25 de junio de 2025, No. 008-CEPPINNA-2025-2027 de 04 de julio de 2025, 

No. 012-CEPPINNA-2025-2027 de 22 de julio de 2025,  No. 015-CEPPINNA-2025-2027 de 30 de julio 

de 2025 y No. 016-CEPPINNA-2025-2027 de 05 de agosto de 2025. 

Se presenta el tratamiento y el debate que ha realizado la Comisión Especializada Permanente de 

Protección Integral a Niñas, Niños y Adolescentes de la Asamblea Nacional del Ecuador del referido 

proyecto de ley, que unifica y reforma al Código de la Niñez y Adolescencia de conformidad con las 

fuentes del derecho que se han actualizado como una respuesta a la sociedad, como lo son los fallos 

de la Corte Constitucional del Ecuador.  

2.- ANTECEDENTES  

2.1 Información sobre la presentación del proyecto, calificación, notificación y avoco conocimiento 

por parte de la Comisión.  

a) Mediante Resolución CAL-RVVR-2023-2025-0042 de 16 de octubre de 2024, el Consejo de 

Administración Legislativa resuelve CALIFICAR el “Proyecto de Ley Orgánica Reformatoria al Código de 

la Niñez y Adolescencia” presentado por el asambleísta Jorge Luis Guevara Benavidez, mediante 

memorando Nro. AN-GBJL-0078-2024-M, con trámite 456490, de 01 de octubre de 2024, en virtud de 

que cumple con todos los requisitos formales prescritos en el artículo 136 de la Constitución y artículo 

56 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa. 

b) Mediante Resolución CAL-RVVR-2023-2025-0076 de 17 de octubre de 2024, el Consejo de 

Administración Legislativa resuelve CALIFICAR el “Proyecto de Ley Orgánica Reformatoria al Código de 

la Niñez y Adolescencia en el ámbito de la tenencia compartida y el cálculo para las pensiones 

alimenticias al respecto del décimo cuarto sueldo” presentado por el asambleísta Carlos Edilberto  Vera 

Mora, a través de memorando S/N, con trámite 457352, de 17 de octubre de 2024, en virtud de que 

cumple con todos los requisitos formales prescritos en el artículo 136 de la Constitución y artículo 56 

de la Ley Orgánica de la Función Legislativa. 

c) Mediante Resolución CAL-RVVR-2023-2025-0182 de 13 de febrero de 2025, el Consejo de 

Administración Legislativa resuelve CALIFICAR el “Proyecto de Ley Orgánica Reformatoria a varias leyes 

para garantizar la filiación de los niños y niñas concebidos a través de métodos de reproducción 

asistida” presentado por las asambleístas Ana Cecilia Herrera Gómez y Mónica Salazar Hidalgo, a través 

del oficio Nro. AH-0136-12-2024, con trámite 460451, de 18 de diciembre de 2024, en virtud de que 

cumple con todos los requisitos formales prescritos en el artículo 136 de la Constitución y artículo 56 

de la Ley Orgánica de la Función Legislativa. 

d) Mediante Resolución CAL-RVVR-2023-2025-0209 de 13 de febrero de 2025, el Consejo de 

Administración Legislativa resuelve CALIFICAR el “Proyecto de Ley Orgánica Reformatoria al Código de 
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la Niñez y Adolescencia para propiciar procesos de adopción más eficientes respetando el principio 

fundamental del interés superior del niño” presentado por la asambleísta principalizada Norma 

Fernanda Robles Rivera, a través del memorando Nro. AN-RRNF-2025-0015-M, con trámite 461337, 

de 29 de enero de 2025, en virtud de que cumple con todos los requisitos formales prescritos en el 

artículo 136 de la Constitución y artículo 56 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa. 

e) Mediante Resolución CAL-RVVR-2023-2025-0231 de 21 de febrero de 2025, el Consejo de 

Administración Legislativa resuelve CALIFICAR el “Proyecto de Ley Orgánica para la Protección de la 

Maternidad, la Paternidad y la Nutrición Infantil en Ecuador” presentado por la asambleísta María 

Hortencia Cayo Umajinga, a través del memorando Nro. AN-2025-001, con trámite 461493, de 05 de 

febrero de 2025, en virtud de que cumple con todos los requisitos formales prescritos en el artículo 

136 de la Constitución y artículo 56 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa. 

f) Mediante Resolución CAL-RVVR-2023-2025-0255 de 17 de marzo de 2025, el Consejo de 

Administración Legislativa resuelve CALIFICAR el “Proyecto de Ley Orgánica Reformatoria Código de la 

Niñez y Adolescencia para la protección y prohibición de procedimientos médicos y terapias de 

modificación de sexo en niñas, niños y adolescentes” presentado por la asambleísta María Teresa 

Pasquel Andrade, ingresado a través del memorando Nro. AN-AMTC-2025-0012-M, con trámite 

462366, de 27 de febrero de 2025, en virtud de que cumple con todos los requisitos formales prescritos 

en el artículo 136 de la Constitución y artículo 56 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa. 

Cada uno de los proyectos de ley enumerados cuenta con el respectivo Informe emitido por la Unidad 

de Técnica Legislativa. 

De conformidad con las actas de la Comisión Especializada Permanente de Protección Integral a Niñas, 

Niños y Adolescente, en la sesión de Comisión No. 2023-2025-87, de Miércoles 07 de mayo del 2025, 

se aprueba con ocho (08) votos afirmativos y una (01) ausencia, la moción presentada por la 

Asambleísta Margarita Arotingo, la cual, en lo principal establece unificar y conocer en una misma 

reforma legislativa del Código de la Niñez y la Adolescencia “…los siguientes proyectos de ley 

corresponden a materias que pueden ser articuladas en una sola reforma que contemplaría la revisión 

de los libros uno, dos y tres del Código de la Niñez y Adolescencia, siendo estos, uno, proyecto de ley 

orgánica reformatoria al Código de la Niñez y Adolescencia, dos, proyecto de ley orgánica reformatoria 

al Código de la Niñez y Adolescencia relativo a la tendencia (sic) compartida y el cálculo para las 

pensiones alimenticias respecto del decimocuarto sueldo, tres, proyecto de ley orgánica reformatoria 

a varias leyes para garantizar la filiación de los niños y niñas concebidos a través de métodos de 

reproducción asistida, cuatro, proyecto de ley orgánica reformatoria al código orgánico de la niñez y 

adolescencia para propiciar procesos de adopción más eficientes respetando el principio fundamental 

del interés superior del niño, cinco, proyecto de ley orgánica para la protección de la maternidad, la 

paternidad y la nutrición infantil en Ecuador, seis, proyecto de ley orgánica reformatoria al Código de 

la Niñez y Adolescencia para la protección y prohibición de procedimientos médicos y terapias de 

modificaciones de sexo en niñas, niños y adolescentes…”. 

2.2 Referencia general de las principales observaciones realizadas por las y los asambleístas y las y 

los ciudadanos que participaron en el tratamiento. 

ENTIDAD/ASAMBLEÍSTA/CIUDADANÍA PRINCIPALES OBSERVACIONES 

 
Mgs. Gualdemar Jiménez 
 
Docente del IAEN, experto en 
Derechos Humanos 

Señala que se debe tomar en cuenta los rasgos 
biológicos de los NNA. 
Respecto de las pensiones alimenticias es 
necesario tomar en cuenta las necesidades de los 
NNA. 
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 Sobre los casos de adopciones se debería 
considerar excluir a las personas que tienen 
antecedentes de abuso, violencia o delitos 
sexuales, así como personas con adicciones 
activas o enfermedades mentales comprobadas, 
y quienes hayan perdido la patria potestad por 
negligencia. 

Dr. Milton Rocha 
 
Docente del IAEN, experto en Niñez y 
Adolescencia 
 

Considera imprescindible que toda propuesta 
normativa se base en criterios de validez 
material, es decir, principios que aseguren 
coherencia con el marco constitucional. 
Observa que algunas reformas proponen 
establecer reglas jurídicas que, aunque bien 
intencionadas, pueden resultar problemáticas. 
Señala que al tratar temas como la pensión 
alimenticia, se debe evitar redactar normas que 
la formulen como un beneficio “adicional”, ya 
que, jurídicamente, los alimentos deben 
entenderse como una prestación integral, 
orientada al desarrollo integral del niño o 
adolescente. Si se introduce una disposición que 
diga “además de la pensión, se dará tal 
beneficio”, se corre el riesgo de crear una 
dualidad jurídica que confunda a los jueces y 
desnaturalice el concepto de alimentos. Lo 
correcto sería enmarcarlo como parte de un 
mismo derecho. Esto mismo aplica a propuestas 
relacionadas con la tenencia o el régimen de 
visitas. No se pueden formular como reglas de 
acción automáticas, ya que siempre deben 
someterse a un análisis de proporcionalidad. 
Indica que, existe otro principio esencial que hoy 
sigue ausente del desarrollo normativo: el 
desarrollo integral. 

Abg. Efigenia Witt 
 
Presidenta de la Fundación de 
Defensa de las Niñas, Niños y 
Adolescentes (DEFENSA NNA) y forma 
parte de la Coalición Contra el Abuso 
Sexual en la Niñez del Ecuador 
(COCASEN) 
 

El Código de la Niñez y Adolescencia (CONA) fue 
aprobado en el año 2003, es decir, antes de la 
actual Constitución. Esta condición de 
preconstitucionalidad implica que muchos 
principios reconocidos por la Constitución de 
2008 no se encuentran desarrollados. 
La falta de un sistema especializado tiene 
consecuencias gravísimas: en el Ecuador, el 94% 
de los delitos sexuales contra NNA quedan 
impunes. 

Dr. José Guerra  
 
Delegado de UNICEF 

Se debe reconocer las vulnerabilidades múltiples 
de los NNA (discapacidad, movilidad humana, 
pertenencia étnica, entre otras) y legislar con 
enfoques transversales que no están 
actualmente contemplados ni en el Código ni en 
las reformas propuestas. Un ejemplo concreto es 
el del embarazo infantil, un tema gravísimo en el 
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país que aún no tiene desarrollo normativo 
específico en el CONA. Asimismo, se deben 
regular temas como autonomía progresiva, 
violencia simbólica y vicaria. 
No basta con reformar artículos sueltos, hay que 
pensar en cómo funciona el todo. 

Dra. Iliana López Ruiz 
 
Docente experta en Niñez y 
Adolescencia de la Universidad de 
Otavalo 

Señala la importancia de abordar el tema de la 
violencia vicaria, trabajo infantil, niños en 
situación de calle, movilidad humana. 
Muchos de los problemas que afectan a los NNA 
son relacionados con temas estructurales. 
La adopción debería tratarse como un tema de 
salud pública.   

Abg. Luis Albuja Guerrón 
Abg. Jonathan Muñoz Cevallos 
Abg. Diego Ormaza Machuca 
 
Delegados del Consejo de la 
Judicatura 

Señalan que de conformidad con la contestación 
remitida a la AN, es necesario respetar el 
principio rector consagrado en el artículo 44 de 
la CRE. 
Señalan que en lo principal están de acuerdo con 
los textos propuestos, sin embargo, la AN tiene la 
obligación legal de realizar reformas necesarias 
para proteger los derechos de los NNA. 

Dr. Rodrigo Varela 
 
Delegado de la Defensoría del Pueblo 
del Ecuador 

Manifiesta que es importante trabajar por los 
derechos de los NNA de forma integral, por 
ejemplo, respecto a movilidad humana, a que el 
sistema se descentralice en el ámbito de la niñez 
y adolescencia, se reestructure y se fortalezca 
para cumplir con mandatos internacionales. 
Debe existir articulación para que se creen 
enfoques de género y se eviten prácticas 
discriminatorias, por ejemplo, con las mismas 
comisiones de la Asamblea Nacional. 
Consideran que la normativa debe tener una 
finalidad en el sentido que se regulen los  
derechos de los NNA, su relación con la familia y 
la protección del Estado.   

Dr. Mauricio Andrango e Ing. Alex 
Rosero 
 
Expertos en desnutrición infantil 
 

Plantean que desde las investigaciones 
realizadas, se debería catalogar a la desnutrición 
crónica infantil como una enfermedad, ya que 
según datos del Global Nutrition Report, la 
desnutrición infantil no ha cambiado, con corte a 
mayo de 2025 y es necesario incorporar dentro 
de la legislación, la atención integral a este 
problema, ya que esta es la causa de trastornos 
al crecimiento físico y neurológico de los NNA. 

Dra. Soledad Angus 
Jueza de Niñez y Adolescencia del 
Guayas  
 

Señala que dentro del quehacer político y 
jurisdiccional es necesario delimitar el resultado 
de la reducción de la pensión alimenticia, ya que 
la intención de reducir esos beneficios que 
actualmente otorga la ley son inconstitucionales 
e inviables, a más de que están en contra de la 
naturaleza del Código de la Niñez y Adolescencia. 
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Precisa que es necesario revisar el artículo 169 
del Código General de Procesos ya que amerita 
una precisión respecto de la reversión de la carga 
de la prueba, ya que no siempre el demandado 
va a ser la persona que esté obligada a prestar los 
alimentos. 
Precisa una fiscalización adecuada para conocer 
si el Consejo de la Judicatura está 
implementando los mecanismos necesarios de 
capacitación y sensibilización de los juzgadores.   

Sra. Karla Carranza 
Madre de familia  

Expone el caso concreto sobre la 
instrumentalización de la justicia como 
mecanismo de castigo y control que separa a los 
padres de los hijos y afecta vínculos 
fundamentales   

Dr. Diego Cisneros 
Delegado de la Vicepresidencia de la 
República del Ecuador 

Se recibió en la Comisión pero no existieron 
aportes. 

Dr. José Chimbo Chimbo 
y Dra. Fanny Aguilar Gordón 
Delegados de la Defensoría Pública 

Se recibió en la Comisión pero no existieron 
aportes. 

Dra. Olga Pareja 
Jueza de la Unidad de Familia, Niñez 
y Adolescencia  

 

Pensiones alimenticias: critica a tablas, 
beneficios de ley y rol del cuidador. Alimentos 
prenatales y madre adolescente: propone 
limitaciones. Relación con progenitor violento: 
requiere prueba. Alienación parental: rechaza 
inclusión sin respaldo científico. Procedimientos 
médicos: sugiere consentimiento desde los 21 
años. Tenencia compartida: debe ser 
excepcional, no regla. Adopción: propone 
prohibición para parejas del mismo sexo, 
precisar consentimiento de adolescentes, y 
evitar confusión con maternidad asistida. 

Dra. Graciela Betancourt 
Jueza de la Unidad de Familia, Niñez 
y Adolescencia  

 

1. Prohibición de comunicación del progenitor      
agresor con sus hijos: 
Señaló que algunos jueces interpretan la norma 
de forma permisiva, lo cual puede vulnerar la 
seguridad de niños y adolescentes. 
2. Prueba en casos de violencia sexual: 
Enfatizó que muchas víctimas no denuncian por 
miedo o presión, especialmente cuando el 
agresor es una figura de poder o familiar 
cercano. Sugirió un enfoque garantista. 
3. Procedimientos médicos para adolescentes: 
Recomendó que los tratamientos hormonales o 
quirúrgicos estén precedidos de una valoración 
psicológica y familiar, no solo del consentimiento 
individual. 
4. Tenencia compartida: 
Cuestionó su aplicación general. Indicó que debe 
mantenerse como una medida excepcional y 
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consensuada, dada su potencial afectación al 
desarrollo emocional de niños y adolescentes. 

Dr. Edison Gualotuña 
Juez de la Unidad de Familia, Niñez 
y Adolescencia  

 

1.Privación vs. pérdida de patria potestad: 
propone diferenciación clara. 2. Acogimiento 
institucional: sugiere que el juez que lo dicta 
tramite también la privación. 3. Pensiones 
alimenticias: deben considerar necesidades 
reales y capacidad de pago. 4. Aplicación judicial 
realista: critica tabla fija para personas sin 
ingresos. 

Dra. Marianela Maldonado 
Delegada del Colegio de Abogados de 
Pichincha 

1.Interés superior del niño: 
Destacó que este principio debe ser eje 
transversal de toda reforma. 
No debe subordinarse a los intereses de los 
adultos, incluso si son los padres. 
2. Crítica a la noción de 'alienación parental': 
Rechazó su uso por falta de respaldo científico. 
Señaló que se ha empleado para desacreditar 
testimonios de víctimas de violencia. 
3. Relación con progenitores violentos: 
Cuestionó la imposición automática de visitas o 
tenencia compartida en contextos de violencia. 
Propuso limitar derechos parentales cuando esté 
en riesgo la integridad del niño o niña. 
4. Tenencia compartida: 
Advirtió que no debe establecerse como regla 
general. 
Solo debe considerarse en ausencia de violencia 
y con acuerdo entre las partes. 
5. Consentimiento informado en adolescentes: 
Subrayó la necesidad de acompañamiento 
integral. 
Rechazó imponer barreras que limiten 
indebidamente su autonomía en decisiones 
médicas. 

Dr. Andrés Cueva Játiva 
Experto Jurídico en Derecho de 
Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia 

1.Tenencia compartida: 
Cuestionó su implementación como regla 
general. 
Propuso que se aplique solo en contextos de 
armonía parental y previa evaluación judicial. 
2. Alienación parental: 
Rechazó su inclusión legal por falta de sustento 
científico. 
Alertó sobre su uso como herramienta para 
invalidar denuncias de violencia. 
3. Autonomía progresiva: 
Recalcó la importancia de considerar la edad y 
madurez de los niños en los procesos judiciales. 
Pidió fortalecer los mecanismos para escuchar 
sus opiniones. 
4. Progenitor violento: 
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Señaló que el régimen de visitas o custodia no 
debe favorecer al agresor, incluso sin sentencia 
ejecutoriada. 
Destacó la aplicación del principio precautorio y 
la prioridad de las medidas de protección. 

 

PhD. Cristian Masapanta  
Académico de la Universidad Andina 
Simón Bolívar – Sede Ecuador 

1. Primacía del interés superior del niño (art. 44 
CRE): - El principio del interés superior del niño, 
niña y adolescente debe orientar toda norma, 
política y decisión judicial.  
2. Derecho a vivir libres de violencia y protección 
reforzada (arts. 35, 45 y 66.3 CRE): 
- La eventual imposición de figuras como la 
tenencia compartida o el régimen de visitas, en 
casos donde existan antecedentes de violencia, 
puede vulnerar derechos fundamentales. 
Conforme al principio de precaución y al enfoque 
garantista reiterado por la Corte Constitucional, 
toda medida debe priorizar la seguridad y 
estabilidad emocional del niño por sobre los 
vínculos filiativos. 
5. Prohibición de discriminación y enfoque de 
género (arts. 11.2, 66.3 CRE): 
- Se debe evitar la incorporación de conceptos 
ambiguos o carentes de respaldo científico, 
como la 'alienación parental. La legislación debe 
respetar un enfoque de igualdad sustantiva y no 
retroceder en los estándares de protección 
alcanzados. 

MD. MSc. Edmundo Estévez 
Académico Principal de Bioquímica, 
Biología Molecular y Bioética de la 
Universidad Central del Ecuador.  

La propuesta de regular la adopción de 
embriones plantea desafíos constitucionales, al 
pretender atribuir derechos a entidades 
biológicas que aún no han iniciado vida 
intrauterina. Desde la bioética y la biología 
molecular, los embriones in vitro deben ser 
regulados en el marco del Código Orgánico de 
Salud, no del CONA. Es necesario evitar la 
mercantilización del material genético humano y 
asegurar el consentimiento informado, 
conforme a estándares internacionales. 

As. Ana Herrera Gómez 
Proponente del “Proyecto de Ley 
Orgánica Reformatoria a varias leyes 
para garantizar la filiación de los niños 
y niñas concebidos a través de 
métodos de reproducción asistida” 

Señala que la motivación para presentar el 
proyecto de ley es dar cumplimiento a la 
jurisprudencia emitida por la Corte 
Constitucional, y que, al ser constitucional y 
legal, la Comisión debería tramitar lo más pronto 
posible. 
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2.3. Detalle de la socialización realizada por la Comisión Especializada Permanente de Protección 

Integral a Niñas, Niños y Adolescentes 

Los proyectos de ley unificados referentes a: el “Proyecto de ley Orgánica Reformatoria al Código de la 

Niñez y Adolescencia” presentado por el asambleísta Jorge Luis Guevara Benavidez, el “Proyecto de 

Ley Orgánica Reformatoria al Código de la Niñez y Adolescencia en el ámbito de la tenencia compartida 

y el cálculo para las pensiones alimenticias al respecto del décimo cuarto sueldo” presentado por el 

asambleísta Carlos Edilberto  Vera Mora, el “Proyecto de Ley Orgánica Reformatoria a varias leyes para 

garantizar la filiación de los niños y niñas concebidos a través de métodos de reproducción asistida” 

presentado por las asambleístas Ana Cecilia Herrera Gómez y Mónica Salazar Hidalgo, el “Proyecto de 

Ley Orgánica Reformatoria al Código de la Niñez y Adolescencia para propiciar procesos de adopción 

más eficientes respetando el principio fundamental del interés superior del niño” presentado por la 

asambleísta principalizada Norma Fernanda Robles Rivera y el “Proyecto de Ley Orgánica para la 

Protección de la Maternidad, la Paternidad y la Nutrición Infantil en Ecuador” presentado por la 

asambleísta María Hortencia Cayo Umajinga, tuvo suficiente difusión y socialización. 

Pese a que los proyectos de ley antes referidos iniciaron su tratamiento con el avoco de conocimiento 

a partir del 08 de mayo de 2025, esta Comisión consideró relevante que iniciada la gestión en mayo 

2025, posterior a la posesión de los señores legisladores electos el 09 de febrero del año en curso, dio 

inicio a un proceso “extendido” de socialización, el mismo que inició nuevamente el 04 de junio, 

decisión adoptada por los asambleístas integrantes de la Comisión Especializada Permanente de 

Protección Integral a Niñas, Niños y Adolescentes de la Asamblea Nacional. Los oficios mediante los 

cuales se da inicio a las solicitudes de aportes e intervenciones de varios actores sociales y a los 

ejecutores de las políticas públicas, se pueden resumir conforme al siguiente detalle: Señora 

Vicepresidenta de la República del Ecuador, que como es de su conocimiento, el señor presidente de 

la República le encargó mediante decreto No. 3 de 24 de mayo de 2025, le delegó las funciones 

relativas a la articulación de políticas públicas control y dirección de los temas sociales entre ellos niñez 

y adolescencia; UNICEF, MINISTERIO DE INCLUSIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL, CONGOPE, CONAGOPARE, 

AME, MINISTERIO DE LA MUJER Y DERECHOS HUMANOS, MINISTERIO DE TRABAJO, CONSEJO DE LA 

JUDICATURA, DEFENSORÍA PÚBLICA, DEFENSORÍA DEL PUEBLO, CONSEJO NACIONAL PARA LA 

IGUALDAD INTERGENERACIONAL, RED CONVIVENCIA, COLECTIVO COMPROMISO POR LA NIÑEZ Y 

ADOLESCENCIA, COCASEN, entre otros. 

A más de ello se dispuso la publicación de la convocatoria para difusión mediante las redes oficiales 

de la Comisión, lo cual se puede corroborar en el siguiente link: 

https://www.facebook.com/share/p/18KExR4VER/?mibextid=wwXIfr   

Los legisladores de esta mesa legislativa, dejamos sentado en este Informe, que las autoridades del 

Ejecutivo, no han propiciado su participación para la construcción de las reformas al Código de la Niñez 

y Adolescencia. Pese a varios oficios en los que se insiste su participación, la negativa a asistir a esta 

Comisión preocupa enormemente la falta de atención a este sector poblacional, que a más de ser 

considerados como grupo de atención prioritaria se encuentran en doble vulnerabilidad. 

2.4. Otra información relevante que sirva      

Los asambleístas integrantes de la Comisión consideraron llamar a los legisladores para que expongan 

la motivación de la presentación de cada uno de los proyectos legislativos. Sin embargo, a este llamado 

únicamente compareció la legisladora Ana Herrera.  
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No obstante, con las observaciones por escrito presentadas por los legisladores Ricardo Patiño, Dina 

Farinango, Henry Bayas, Linda Bravo y Viviana Veloz así como la Defensoría del Pueblo, el Consejo de 

la Judicatura y las comisiones generales, se ha podido realizar las reformas plasmadas en este Informe.   

3. BASE LEGAL PARA EL TRATAMIENTO DE LOS PROYECTOS DE LEY UNIFICADOS 

3.1. Base Constitucional 

Conforme a lo establecido en el artículo 120 de la Constitución de la República del Ecuador, determina  

las atribuciones y deberes de la Asamblea Nacional, específicamente, en el numeral 6, establece: 

"Expedir, codificar, reformar y derogar las leyes, e interpretarlas con carácter generalmente 

obligatorio”. 

El artículo 133, ibídem, sobre leyes orgánicas establece: "Serán leyes orgánicas: 5. Las que regulen el 

ejercicio de los derechos y garantías constitucionales”. 

En el artículo 134 se establece quienes tienen la iniciativa para presentar los proyectos de ley, entre 

los cuales señalan: “1. A las asambleístas y los asambleístas, con el apoyo de una bancada legislativa o 

de al menos el cinco por ciento de los miembros de la Asamblea Nacional.” 

El artículo 136, sobre leyes orgánicas, establece: " Los proyectos de ley deberán referirse a una sola 

materia y serán presentados a la Presidenta o Presidente de la Asamblea Nacional con la suficiente 

exposición de motivos, el articulado que se proponga y la expresión clara de los artículos que con la 

nueva ley se derogarían o se reformarían. Si el proyecto no reúne estos requisitos no se tramitará”. 

El artículo 137, ibídem, sobre leyes orgánicas establece: " El proyecto de ley será sometido a dos 

debates. La Presidenta o Presidente de la Asamblea Nacional, dentro de los plazos que establezca la 

ley, ordenará que se distribuya el proyecto a los miembros de la Asamblea y se difunda públicamente 

su extracto, y enviará el proyecto a la comisión que corresponda, que iniciará su respectivo 

conocimiento y trámite. Las ciudadanas y los ciudadanos que tengan interés en la aprobación del 

proyecto de ley, o que consideren que sus derechos puedan ser afectados por su expedición, podrán 

acudir ante la comisión y exponer sus argumentos. Aprobado el proyecto de ley, la Asamblea lo enviará 

a la Presidenta o Presidente de la República para que lo sancione u objete de forma fundamentada. 

Sancionado el proyecto de ley o de no haber objeciones dentro del plazo de treinta días posteriores a 

su recepción por parte de la Presidenta o Presidente de la República, se promulgará la ley, y se 

publicará en el Registro Oficial.”. 

Que el artículo 175 de la Constitución de la República, establece: "Las niñas, niños y adolescentes 

estarán sujetos a una legislación y a una administración de justicia especializada, así como a 

operadores de justicia debidamente capacitados, que aplicarán los principios de la doctrina de 

protección integral. La administración de justicia especializada dividirá la competencia en protección 

de derechos y en responsabilidad de adolescentes infractores”. 

En el artículo 393 de la Constitución de la República, establece: "El Estado garantizará la seguridad 

humana a través de políticas y acciones integradas, para asegurar la convivencia pacífica de las 

personas, promover una cultura de paz y prevenir las formas de violencia y discriminación y la comisión 

de infracciones y delitos. La planificación y aplicación de estas políticas se encargará a órganos 

especializados en los diferentes niveles de gobierno”. 

3.2. Base legal 

Ley Orgánica de la Función Legislativa 
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El artículo 9 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, establece: “La Asamblea Nacional cumplirá 

las atribuciones previstas en la Constitución de la República, la Ley y las siguientes: 6. Expedir, codificar, 

reformar y derogar las leyes, e interpretarlas con carácter generalmente obligatorio”. 

Que, el artículo 54 de la ibídem, establece: “La iniciativa para presentar proyectos de ley corresponde: 

1. A las y los asambleístas que integran la Asamblea Nacional, con el apoyo de una bancada legislativa 

o de al menos el cinco por ciento de sus miembros; 2. A la Presidenta o Presidente de la República; 3. 

A las otras funciones del Estado en los ámbitos de su competencia; 4. A la Corte Constitucional, 

Procuraduría General del Estado, Fiscalía General del Estado, Defensoría del Pueblo y Defensoría 

Pública, en las materias que les corresponda de acuerdo con sus atribuciones; y, 5. A las ciudadanas y 

los ciudadanos que estén en goce de los derechos políticos y a las organizaciones sociales que cuenten 

con el respaldo de por lo menos el cero punto veinticinco por ciento de las ciudadanas y ciudadanos 

inscritos en el padrón electoral nacional. Quienes presenten proyectos de ley de acuerdo con estas 

disposiciones podrán participar en su debate, personalmente o por medio de sus delegados, previa 

solicitud y autorización de la Presidenta o Presidente de la Asamblea Nacional”. 

Que, el artículo 55 de la ibídem, establece: “ Los proyectos de ley serán presentados a la Presidenta o 

al Presidente de la Asamblea Nacional, quien ordenará a la Secretaría General de la Asamblea 

Nacional: distribuya el proyecto a todas y todos los y las asambleístas; difunda públicamente su 

contenido en el portal web oficial de la Asamblea Nacional; envíe a la Unidad de Técnica Legislativa 

para la elaboración del informe no vinculante; y, remita dicho informe al Consejo de Administración 

Legislativa. Toda iniciativa legislativa contará con una ficha de verificación en la que la o el proponente 

justificará la alineación de la normativa propuesta con el Plan Nacional de Desarrollo y los Objetivos 

de Desarrollo Sostenible. El Reglamento respectivo establecerá el formato de la ficha de verificación, 

así como su proceso de presentación. La Unidad de Técnica Legislativa, después de haber recibido la 

comunicación de Secretaría General, elaborará el informe técnico-jurídico no vinculante por proyecto 

de ley, en el término máximo de cinco días”. 

Que, el artículo 56 de la ibídem, establece: “El Consejo de Administración Legislativa, en un plazo 

máximo de sesenta días, desde su presentación, calificará los proyectos de ley remitidos por la 

Presidenta o el Presidente de la Asamblea Nacional siempre que cumplan, con los siguientes 

requisitos: 1. Que todas las disposiciones del proyecto se refieran a una sola materia, sin perjuicio de 

los cuerpos legales a los que afecte; 2. Que contenga suficiente exposición de motivos, considerandos 

y articulado; 3. Que contenga el articulado que se proponga y la expresión clara de los artículos que 

con la nueva ley se derogarían o se reformarían; y, 4. Que cumpla con los requisitos que la Constitución 

de la República y esta Ley establecen sobre la iniciativa legislativa. La exposición de motivos explicitará 

la necesidad y pertinencia de la Ley evidenciando su constitucionalidad y la no afectación a los 

derechos y garantías constitucionales, en particular, de las personas pertenecientes a los grupos de 

atención prioritaria. La exposición de motivos tendrá enfoque de género cuando corresponda; 

especificará los mecanismos para la obtención de los recursos económicos en el caso de que la 

iniciativa legislativa requiera; y, enunciará los principales indicadores, medios de verificación y 

responsables del cumplimiento de la ley. El Consejo de Administración Legislativa constatará que el 

lenguaje utilizado en el Proyecto no sea discriminatorio en ningún sentido y que cuente con la ficha de 

alineación al Plan Nacional de Desarrollo y los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Los proyectos de ley 

calificados por la Presidenta o el Presidente de la República como urgentes en materia económica se 

referirán a aspectos sustantivos de la política económica, cuyo trámite expedito es necesario para 

garantizar el equilibrio de las finanzas públicas o para enfrentar una situación económica adversa. El 

Consejo de Administración Legislativa no calificará proyectos de ley que reformen diversas leyes que 

no se refieran a una sola materia. Si el proyecto de ley no cumple con los requisitos, contiene vicios de 
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inconstitucionalidad e inobserva los criterios antes detallados no será calificado y será devuelto, sin 

perjuicio de que pueda ser presentado nuevamente, subsanadas las razones que motivaron su no 

calificación. La resolución de no calificación incluirá la debida motivación, enunciando las normas o 

principios jurídicos en que se fundamenta y será notificada a la o el proponente o proponentes en el 

plazo máximo de cinco días. Si el proyecto de ley es calificado, el Consejo de Administración Legislativa 

establecerá la prioridad para el tratamiento de este y la comisión especializada que lo tramitará. El 

Secretario General del Consejo de Administración Legislativa, en un plazo máximo de tres días, remitirá 

al proponente o proponentes y a la Presidenta o el Presidente de la comisión especializada, el proyecto 

de ley, el informe técnico-jurídico no vinculante con sus anexos elaborado por la Unidad de Técnica 

Legislativa y la resolución en la que conste la fecha de inicio de tratamiento del mismo. La Presidenta 

o el Presidente de la Asamblea Nacional ordenará que, en el mismo plazo establecido en el párrafo 

anterior, la Secretaría General de la Asamblea Nacional, distribuya a todas las y los asambleístas el 

contenido de la resolución que califica o no el proyecto de ley, junto con el informe técnico-jurídico no 

vinculante elaborado por la Unidad de Técnica Legislativa y que difunda su contenido en el portal web 

oficial de la Asamblea Nacional”. 

En el artículo 57 de la citada ley, establece: “Recibido el proyecto de ley calificado por el Consejo de 

Administración Legislativa, la Presidenta o el Presidente de la comisión especializada dispondrá a la 

Secretaria o al Secretario Relator, informe su recepción a las y los integrantes de la comisión y 

convoque para su conocimiento e inicio de su tratamiento. Avocado conocimiento del proyecto de ley, 

la Presidenta o el Presidente de la comisión dispondrá se informe del inicio del tratamiento y apertura 

de la fase de socialización a las y los demás legisladores de la Asamblea Nacional y a la ciudadanía, a 

través del portal web y demás canales comunicacionales que disponga la Asamblea Nacional y la 

comisión”. 

Asimismo, en el artículo 58 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa se establece: “Las comisiones 

especializadas, dentro del plazo máximo de noventa días contados a partir de la fecha de inicio del 

tratamiento del proyecto de ley, presentarán a la Presidenta o al Presidente de la Asamblea Nacional 

su informe con las observaciones que juzguen necesarias introducir. Dentro del referido plazo, se 

considerará un tiempo no menor a los quince primeros días, para que las ciudadanas y los ciudadanos 

que tengan interés en la aprobación del proyecto de ley, o que consideren que sus derechos puedan 

ser afectados por su expedición, acudan ante la comisión especializada y expongan sus argumentos. 

En ningún caso, la comisión especializada emitirá su informe en un plazo menor a veinte días. La 

comisión especializada atendiendo a la naturaleza y complejidad del proyecto de ley podrá solicitar 

justificadamente a la Presidenta o al Presidente de la Asamblea Nacional, una prórroga de entre veinte 

y máximo noventa días para presentar el informe detallado en este artículo. Si el proyecto de ley 

requiere una consulta prelegislativa, el trámite no se sujetará a los plazos previstos en el presente 

artículo. En todos los casos, una, uno o varios asambleístas podrán presentar informes de minoría, los 

mismos que serán remitidos por la Presidenta o el Presidente, de la comisión a la o el Presidente de la 

Asamblea Nacional conjuntamente y de manera obligatoria con el informe aprobado por la comisión. 

Los informes aprobados y los informes de minoría serán distribuidos a las y los asambleístas por la 

Secretaría General”. 

El artículo 58.1. establece el procedimiento para la unificación de los proyectos de ley: “Las o los 

presidentes de las comisiones especializadas, hasta antes de la aprobación del informe para segundo 

debate, podrán solicitar al Consejo de Administración Legislativa la autorización para unificar todos 

aquellos proyectos que versen sobre la misma materia y que se encuentren tramitando en la comisión 

o que se encuentren en otras comisiones. El Pleno de la Asamblea Nacional con el voto favorable de 

la mayoría absoluta de sus integrantes, podrá disponer la acumulación de uno o varios proyectos de 
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ley que cuenten con informe para segundo debate, cuando se trate de la misma materia. El proyecto 

de ley acumulado será remitido para conocimiento de las y los asambleístas.”  

El artículo 60 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, determina el tiempo y la obligación para la 

discusión del Informe para primer debate: “El primer debate se desarrollará, previa convocatoria del 

Presidente o de la Presidenta de la Asamblea Nacional, en una sola sesión en un plazo máximo de 

sesenta días de remitido el informe por la comisión. Las y los asambleístas presentarán sus 

observaciones por escrito en el transcurso de la misma sesión o hasta treinta días después de concluida 

la sesión. El Pleno, con la mayoría absoluta de sus miembros, podrá resolver el archivo del proyecto de 

ley.”. 

3.3 Base reglamentaria 

Reglamento de las Comisiones Especializadas Permanentes y Ocasionales de la Asamblea Nacional 

del Ecuador 

En el numeral 8 del artículo 8 del Reglamento de las Comisiones Especializadas Permanentes y 

Ocasionales de la Asamblea Nacional del Ecuador, establece: “8. Discutir, elaborar y aprobar con el 

voto favorable de la mayoría absoluta, los informes de los proyectos de ley, previo a ser sometidos a 

conocimiento y aprobación del Pleno de la Asamblea Nacional. Para la aprobación del informe, en caso 

de empate, la presidenta o presidente de la comisión especializada tendrá voto dirimente”. 

Asimismo, el artículo 30 establece el contenido de cada uno de los informes aprobados por las 

Comisiones: “Los informes que sean aprobados por las comisiones especializadas permanentes y 

ocasionales sobre los proyectos de ley, los acuerdos, resoluciones y más actos legislativos, según lo 

establecido en la Ley Orgánica de la Función Legislativa, contendrán como mínimo los siguientes 

parámetros, según el formato de Informe anexo al presente Reglamento: 1.- Nombre y número de la 

comisión especializada permanente u ocasional; 2.- Fecha del informe; 3.- Miembros de la Comisión; 

4.- Objeto; 5.- Antecedentes: 5.1. Información sobre la presentación del proyecto, calificación, 

notificación y avocación de conocimiento por parte de la Comisión; 5.2. Referencia general de las 

principales observaciones realizadas por las y los asambleístas y las y los ciudadanos que participaron 

en el tratamiento; 5.3. Detalle de la socialización realizada por la comisión especializada permanente 

y ocasional; y, 5.4. Otra información relevante que sirva de soporte para la estructuración y redacción 

del informe conforme al trámite especial que se realice. 6.-Base legal para el tratamiento; 7.- Plazo 

para el tratamiento; 8.- Análisis y razonamiento realizado por los miembros de la Comisión; 9.- 

Conclusiones del informe; 10.- Recomendaciones del informe; 11.- Resolución y detalle de la votación 

del informe; 12.- Asambleísta ponente; 13.- Nombre y firma de las y los asambleístas que suscriben el  

informe; 14.- El proyecto de ley debatido y aprobado, con su correspondiente exposición de motivos, 

considerandos y articulado; acuerdos, resolución o demás actos legislativos, según corresponda; 

siguiendo lo establecido en el Reglamento de Técnica Legislativa. 15.- Certificación de la secretaria o 

secretario relator de los días en que fue debatido el proyecto de ley, acuerdo, resolución o demás actos 

legislativos, según corresponda; 16.- Nombre y firma de la secretaria o secretario relator; y, 17. Detalle 

de anexos, en caso de existir. Se podrán incluir como anexos al informe: el detalle de las posiciones de 

las y los asambleístas, las matrices del tratamiento del proyecto de ley y otros documentos o 

información que las y los asambleístas consideren necesarios. Los informes borradores serán 

elaborados por el equipo asesor de las comisiones especializadas permanentes y ocasionales, el que 

lo remitirá mediante memorando con su firma de responsabilidad, para la revisión de las formalidades 

por parte de la secretaria o secretario relator de la Comisión, previo a ser puesto a consideración de 

las y los asambleístas. 
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4.- PLAZO PARA EL TRATAMIENTO 

La Comisión Especializada Permanente de Protección Integral a Niñas, Niños y Adolescentes del 

periodo legislativo anterior, unificó y avocó conocimiento el 08 de mayo del año en curso, razón por la 

cual, esta comisión de conformidad al artículo 58 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, ha 

tramitado el proyecto de ley dentro de los 90 (noventa) días, plazo que fenece el 05 de agosto de 2025. 

5.- ANÁLISIS Y RAZONAMIENTO REALIZADO POR LOS MIEMBROS DE LA COMISIÓN  

Los legisladores integrantes de la Comisión Especializada Permanente de Protección Integral a Niñas, 

Niños y Adolescentes han escuchado y procesado la información recibida por las comparecencias y 

comisiones generales, destacando las siguientes consideraciones: 

El enfoque fundamental de las reformas al Código de la Niñez y Adolescencia tiene como centro los 

derechos de la niñez y adolescencia, atendiendo el principio fundamental de su interés superior, para 

legislar desde sus derechos y especificidades. 

Establecer mecanismos adecuados para la atención y protección de los niños, niñas y adolescentes 

ecuatorianos, así como de su atención especializada dentro de los ámbitos jurisdiccionales que 

requieran atención primordial. 

El sistema descentralizado de protección a niñas, niños y adolescentes debe ser re – estructurado y 

fortalecido, cumpliendo con los mandatos y observaciones internacionales del Comité de Derechos del 

Niño que el Ecuador ha recibido al respecto. Debe garantizarse la articulación con los demás sistemas 

de protección de derechos. 

En referencia a la reforma planteada al artículo 4, los legisladores evaluaron que la propuesta pretende 

introducir definiciones estrictamente biológicas de “sexo” e “identidad” en el Código de la Niñez y 

Adolescencia, señalando que: 

- El sexo es inmutable y determinado exclusivamente por cromosomas. 

- La identidad de género no será considerada ni reconocida legalmente en personas menores 

de edad. 

- Se establece una prohibición indirecta del reconocimiento de niños, niñas y adolescentes trans 

o intersex en el ámbito legal. 

Ante ello, se debe reconocer el derecho de niños, niñas y adolescentes a una identidad integral, 

incluyendo su identidad de género, así como garantizar el principio de no discriminación, el interés 

superior del niño y el derecho al libre desarrollo de la personalidad. 

a.  Vulneración del derecho a la identidad y al libre desarrollo de la personalidad. 

La identidad de género forma parte del derecho a la identidad, protegido en el artículo 66 numerales 

1 y 28 de la Constitución del Ecuador, por tanto, deben ser considerados para la reforma al Código de 

la Niñez, puesto que, el interés superior del niño y adolescente, establecido en el artículo 44 de la 

Constitución de la República del Ecuador, exige que el Estado promueva el desarrollo integral de los 

menores, incluyendo su derecho a construir y expresar su identidad. 

b.   Desconocimiento del principio de progresividad 
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El artículo 11 numeral 8 de la Constitución prohíbe regresiones de derechos. La norma actual permite, 

con limitaciones, el reconocimiento administrativo del género autopercibido. Esta reforma anula dicha 

posibilidad para menores de edad. 

Asimismo, los integrantes de esta mesa legislativa, consideran oportuna la observación del Consejo de 

la Judicatura, en la que desarrolla que se garantizará que toda intervención médica o farmacológica 

relacionada con las características sexuales de niños, niñas y adolescentes respete los principios de 

interés superior del niño, niña y adolescente, autonomía progresiva, consentimiento informado y no 

discriminación.  

[...] Se consideran contrarias al derecho a la salud aquellas intervenciones que alteren dichas 

características sin necesidad médica justificada, o que no hayan sido evaluadas por una junta médica 

multidisciplinaria de la Red Pública Integral de Salud, conforme a protocolos clínicos y éticos.  

En todos los casos, deberá garantizarse la participación de las niñas, niños y adolescentes conforme a 

su edad y madurez, así como el acompañamiento familiar o de sus representantes legales. 

La propuesta de reforma al artículo 4 del Código de la Niñez y Adolescencia pretende incorporar 

definiciones centradas en criterios biológicos tradicionales, que pese a no reflejar adecuadamente la 

diversidad de realidades que experimentan niñas, niños y adolescentes en el país, esta formulación 

podría generar tensiones con el principio de igualdad y no discriminación reconocida en la normativa 

nacional e internacional, así como limitar avances logrados en el reconocimiento y garantía de 

derechos. En contraste, la redacción vigente del artículo, si bien breve, acoge una definición amplia e 

inclusiva que se ajusta a los estándares internacionales de derechos humanos. En virtud del principio 

de progresividad consagrado en el artículo 11, numeral 8 de la Constitución de la República, se 

recomienda mantener la versión actual del Código. 

Se están discutiendo los derechos de las niñas, niños y adolescentes, por ende, es importante es 

importante que se tome en cuenta su opinión para así garantizar su interés superior.  

La propuesta realizada al artículo 15 tiene como objetivo constitucionalizar el derecho que engloba la 

elaboración de la tabla de pensiones mínimas para la elaboración de la tabla de pensiones alimenticias 

mínimas, sin embargo, debe también tomarse en cuenta las necesidades propias del beneficiario para 

cubrir: salud, alimentación, vestimenta, educación, etc. Según lo que dispone el artículo innumerado 

2 de la Ley s/n, reformatoria al Título V, Libro II del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia. 

Además, debe considerarse que los alimentos responden al derecho de que toda niña, niño o 

adolescente mantenga un nivel de vida adecuado para su desarrollo, según el artículo 27 de la 

Convención de los derechos del niño. Sin embargo, adicional a ello, también debe evaluarse la tenencia 

de los niños para revisar el ingreso de ambos progenitores y obtener un promedio de la pensión. 

Si bien los administradores de justicia en ningún caso podrán fijar un valor menor al determinado en 

la Tabla de Pensiones Alimenticias Mínimas, sí puede fijar una pensión mayor a la establecida en la 

misma, considerando el ingreso y recursos de ambos progenitores y/o alimentantes; lo que garantice 

un nivel de vida adecuado para la niña, niño o adolescentes y, el mérito de las pruebas presentadas en 

el proceso. 

Al respecto, de las comparecencias y comisiones generales recibidas en la Comisión, se ha podido 

revisar que existen acuerdos de mediación en los que, a costa de los intereses y derechos de las niñas, 

niños y adolescentes, se fijan pensiones menores, o no registran en el sistema de pago de pensiones 

alimenticias, SUPA, lo cual hace imposible dar seguimiento al pago de las mismas. 
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Respecto de las reformas planteadas por el legislador Jorge Guevara, es necesario revisar que la 

propuesta contiene una regresión de derechos, recomendación que coincide con la observación 

presentada por el Consejo de la Judicatura, ya que, respecto a la aplicación del numeral 2 del artículo 

16 al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia, la Corte Constitucional del Ecuador 

mediante sentencia No. 002-16-SCN-CC, de 09 de marzo de 2016 concluyó que la medida establecida 

para el pago de dos pensiones alimenticias adicionales al año contiene un debido equilibrio entre la 

protección del derecho al desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes en relación con el 

derecho a la vida digna del alimentante. Es por ello que, el numeral 2 de la propuesta constituye una 

regresión de derechos, la determinación de dos pensiones alimenticias adicionales al año a favor de 

los niños, niñas y adolescentes persigue la necesidad de proteger su desarrollo integral, como grupo 

de atención prioritaria y atendiendo su interés superior. En consecuencia, el pago de la pensión 

alimenticia atiende a la realidad económica del alimentante, y este bien puede ser superior o inferior, 

en estricta observancia de manera proporcional, a los ingresos del sujeto obligado; la Constitución de 

la República del Ecuador refiere a los derechos de los niños, niñas y adolescentes, por encima de los 

derechos de las demás personas, es decir de los alimentantes, quienes bajo el precepto establecido en 

el artículo 69 de la Constitución de la República del Ecuador, estarán obligados al cuidado, crianza, 

educación, alimentación, desarrollo integral y protección de los derechos de sus hijas e hijos, en 

particular cuando se encuentren separados de ellos por cualquier motivo. 

Asimismo, se debe observar al derecho alimentario como un derecho fundamental., puesto que el 

derecho a recibir alimentos es un derecho irrenunciable y de orden público de conformidad con el 

artículo 44 de la Constitución y artículo 4 del Código de la Niñez y Adolescencia, puesto que la pensión 

alimenticia no incluye únicamente comida, sino también salud, educación, vestimenta, vivienda, 

recreación, etcétera, con lo que, ubicar techos o topes fijos en los pagos adicionales, puede ir en contra 

del principio de suficiencia de los alimentos, afectando el bienestar del menor. 

Respecto al derecho a conocer a los progenitores y mantener relaciones con ellos, la propuesta de 

reforma al artículo es constitucionalmente válida, puesto que fortalece el bloque de derechos de niños 

y adolescentes, y es acorde con tratados internacionales de derechos humanos.  

La propuesta en esencia busca que todo niño, niña o adolescente efectivice el derecho a conocer a sus 

progenitores y su origen biológico, incluso si fue adoptado o concebido mediante reproducción 

asistida; en consecuencia, tiene derecho a ser criado y cuidado por sus progenitores, mantener 

relaciones afectivas permanentes y regulares con su familia extensa o afín, salvo cuando exista 

afectación a sus derechos. Es menester exponer que este derecho no podrá ser limitado por razones 

económicas o migratorias de los progenitores. 

La legislación señala que esta disposición desarrolla de manera progresiva el derecho a la identidad, 

reconocido en el artículo 66 numeral 28 de la Constitución y artículo 8 de la Convención sobre los 

Derechos del Niño. 

En caso de desconocimiento del paradero de uno o ambos progenitores, el Estado, parientes y terceros 

con información deberán facilitar su localización. Se debe incluir explícitamente a adoptados y nacidos 

por reproducción asistida fortalece el derecho al conocimiento del propio origen y evita discriminación 

por tipo de filiación. Las relaciones personales y afectivas con progenitores y familia ampliada debe 

estar enmarcada en el alcance del derecho a la relación familiar significativa, incluyendo: padres, 

abuelos, hermanos, padrastros, madrastras, y otras personas con vínculo afectivo estable. 

Se incluye una cláusula de protección en caso de que la relación afecte derechos del niño o exista 

violencia, lo que es coherente con el interés superior del menor establecido en el Art. 44 de la 
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Constitución. Además está alineado con la doctrina de la familia ampliada y plural, reconocida por la 

Corte Constitucional en la Sentencia No. 2-18-CN/19. 

Los asambleístas integrantes de la Comisión consideraron que, aquellos aspectos que no se cuenta con 

un criterio técnico específico podrían inducir a error en la adopción de la reforma. Así por ejemplo, la 

iniciativa legislativa de la asambleísta María Pasquel en el que se plantea agregar un inciso final al 

artículo 27, que señala catalogar como contrario al derecho a la salud, aquellos procedimientos 

farmacológicos que alteren las características sexuales de las niñas, niños y adolescentes. En el análisis 

del artículo propuesto, se reconoce que las intervenciones médicas irreversibles, particularmente en 

el contexto de la niñez y adolescencia, deben estar fundamentadas en evidencia científica y en una 

evaluación médica exhaustiva. No obstante, dichas intervenciones deben ser valoradas caso por caso, 

con base en los principios de proporcionalidad, necesidad clínica y en el respeto al interés superior del 

niño, consagrado en el artículo 44 de la Constitución de la República del Ecuador y en la Convención 

sobre los Derechos del Niño. 

Si bien resulta legítimo establecer resguardos éticos y salvaguardas médicas, el texto propuesto omite 

el consentimiento informado de los propios niños, niñas y adolescentes, y desconoce el principio de 

autonomía progresiva, reconocido expresamente en el artículo 5 del Código de la Niñez y Adolescencia 

y desarrollado por la Observación General No. 12 (2009) del Comité de los Derechos del Niño, que 

establece que los Estados deben respetar el derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser 

escuchados y a participar en las decisiones que les afectan, conforme a su madurez y capacidad 

evolutiva. 

Además, el artículo propuesto no establece una distinción entre los procedimientos de reasignación 

de sexo motivados por la identidad de género y aquellos que responden a condiciones clínicas 

específicas del desarrollo sexual como el síndrome de Klinefelter, el síndrome de Turner o el síndrome 

de insensibilidad a los andrógenos. Estas condiciones han sido abordas por la OMS, el Instituto 

Nacional de Salud de Estados Unidos y el Servicio de Salud del Reino Unido (NHS) y la Sociedad 

Internacional de Endocrinología, así como se mencionó en los antecedentes del proyecto de ley, y que 

también reconocen que estas variantes cromosómicas y hormonales requieren evaluación clínica 

especializada e intervenciones diferenciadas de afirmación de género.  

En este orden de ideas, la omisión de este tipo de condiciones podría conducir a la negación 

injustificada de tratamientos clínicamente indicados, así como la criminalización de la práctica médica 

especializada. Es por eso por lo que, una prohibición general tiene un enfoque restrictivo y representar 

un retroceso en la garantía y reconocimiento de los derechos fundamentales de los niños, niñas y 

adolescentes, particularmente de aquellos con identidades trans, condiciones intersexuales o 

variaciones en su desarrollo sexual. 

En el mismo sentido, el hecho de agregar el artículo propuesto a continuación del 27 podría ser 

inconstitucional, ya que el artículo 66 numeral 28 de la Constitución garantiza el derecho a la identidad, 

incluida la identidad de género, concomitante con ello, la Sentencia No. 95‑18‑EP/24 de la Corte 

Constitucional identificó que se vulneraron derechos fundamentales (igualdad, no discriminación, libre 

desarrollo de la personalidad a ser escuchados, e interés superior del niño) al no reconocer la identidad 

de género de una niña, niño o adolescente. Entonces, cualquier restricción al ejercicio de este derecho 

debe ser proporcional, necesario y motivado en cada caso individual y se debe tomar en cuenta el 

consentimiento de las niñas, niños y adolescentes y derechos conexos. 

También se sustenta en que evita discriminaciones por el origen del nacimiento y refuerza el principio 

de igualdad y no discriminación establecida en el artículo 11 numeral 2 de la Constitución y es 
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consistente con el desarrollo normativo del Código Orgánico de la Salud y con fallos de la Corte 

Constitucional que han reconocido el derecho a formar familia por métodos alternativos. 

Respecto a la iniciativa legislativa presentada por la asambleísta Norma Robles, sobre los principios de 

la adopción, fue un tema vastamente discutido, ya que pese a existir una disposición constitucional 

que establece que la adopción corresponderá solo a parejas de distinto sexo (artículo 68 de la 

Constitución) y la propuesta de reforma se centra en relación a nuevamente positivizar dicha 

disposición, sin embargo, las normas establecidas en la Constitución deben interpretarse de manera 

integral. Al respecto, tenemos el numeral segundo en los principios de aplicación de los derechos 

establecidos en el artículo 11, que establece: "2. Todas las personas son iguales y gozarán de los 

mismos derechos, deberes y oportunidades. Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar 

de nacimiento, edad, sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, 

ideología, filiación política, pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria, 

orientación sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra 

distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar 

o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda forma de 

discriminación.". Además de ello, el precepto propuesto ya se encuentra establecido en el Código de 

la Niñez y Adolescencia en su artículo 159 numeral 6 respecto de los requisitos de los adoptantes.  

Por otro lado, si se quiere priorizar el reconocimiento de los derechos de las niñas, niños y adolescentes 

sin cuidados familiares, debe tenerse en cuenta el principio del interés superior, reconocido en los 

artículos 44 y 45 de la Constitución y en el artículo 11 del Código de la Niñez y Adolescencia que 

establece con claridad que este principio está orientado el ejercicio conjunto de los derechos de niñas, 

niños y adolescentes y el deber que tienen las autoridades administrativas, judiciales y a las 

instituciones públicas o privadas a adecuar sus decisiones para el efectivo cumplimiento de sus 

derechos. Esta relación del interés superior con la institución de la adopción se encuentra también 

reconocido en el artículo 21 de la Convención Sobre los Derechos del Niño.  

Para promulgar propuestas de ley acerca de la institución de la adopción deben considerarse en 

conjunto y en su integralidad el derecho de opinión (Art. 60 CONA); y el derecho a la familia (Art. 22 

CONA). 

En cuanto a la disposición establecida en el numeral sexto de la propuesta, esto constituye una 

regresión de derechos, por cuanto impide a la niña, niño y adolescente a acceder a la información 

acerca de sus orígenes, poniendo como límite su mayoría de edad. La convención de los derechos del 

niño en su artículo 13 reconoce el derecho a la libertad de expresión que incluye la libertad de buscar 

y recibir información. A su vez, hay otros derechos que pueden estar comprometidos como es el 

derecho a la identidad, el derecho de participación, el derecho al libre desarrollo de la personalidad, 

el derecho de opinión y el principio del interés superior. Finalmente, en las Observaciones finales sobre 

los informes periódicos quinto y sexto combinados del Ecuador del Comité de los Derechos del Niño, 

en su párrafo 31 el Comité recomienda que Ecuador como estado parte, garantice el derecho del niño 

adoptado a acceder a información sobre su origen. 

Respecto a la reforma al artículo 157, que incorpora una excepción a la edad límite para ser adoptado, 

se revisó exhaustivamente las precisiones realizadas por el Consejo de la Judicatura en el que de 

conformidad con el Manual de Procesos de Gestión de Adopciones Nacionales (Acuerdo Ministerial 

MIES 135 - 2019) y el Comité de Asignación Familiar (Acuerdo Ministerial 024 MIES 2020), quien 

recomienda la adopción, serían los equipos técnicos multidisciplinarios de las entidades de atención o 

las Oficinas técnicas de las Unidades Judiciales. Con ello, es que el juzgador o juzgadora declaran en 

aptitud legal para ser adoptado al niño, niña o adolescente. Esto en los casos de niñas, niños y 
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adolescentes sin cuidado familiar. En los casos donde existe familia, la familia puede dar el 

consentimiento para la adopción (Art. 289 CONA) después del respectivo asesoramiento (Art. 162 

CONA). Además, tampoco se define personas con qué tipo de discapacidad ni el porcentaje para 

delimitar "alto grado de discapacidad". 

Ante esta muy importante reforma, tampoco se pudo contar con el acompañamiento técnico ni con la 

presencia del Ministro de Inclusión Económica y Social que pueda especificar los tecnicismos y 

operaciones administrativas que realiza dicha cartera de estado. 

Las reformas realizadas y planteadas para el Informe para primer debate del proyecto de ley unificado 

al Código de la Niñez y Adolescencia, cuenta con las consideraciones constitucionales y legales, sin 

dejar de lado, que se han revisado criterios instrumentalizados en el marco internacional de protección 

de derechos a las niñas, niños y adolescentes.  

c. Pensiones alimenticias 

Las normativas vigentes, como la Constitución de la República del Ecuador, la Convención sobre los 

Derechos del Niño y otros tratados internacionales, enfatizan en la importancia de la igualdad y la 

corresponsabilidad parental en la crianza de los hijos. Al hablar de crianza se habla del conjunto de 

prácticas y responsabilidades asumidas por los padres o tutores para garantizar el desarrollo integral 

de los menores, esto abarca el cuidado físico, proveyendo alimentación, vestimenta y vivienda segura; 

educación, asegurando el acceso a la escolarización y fomentando el aprendizaje; y el apoyo 

emocional, ofreciendo amor, afecto y orientación psicológica. Además, incluye la enseñanza de valores 

éticos y habilidades sociales, estableciendo reglas y límites claros. La crianza también implica cumplir 

con obligaciones legales y administrativas, como la custodia y la toma de decisiones importantes, así 

como la contribución económica para cubrir sus necesidades, esto con el fin de crear un entorno 

seguro y equitativo que promueva el bienestar y el desarrollo saludable de los niños. 

El principio de igualdad es fundamental en nuestra legislación y se refleja en diversos instrumentos 

jurídicos internacionales. Según la Convención sobre los Derechos del Niño, todos los menores tienen 

derecho a recibir apoyo y protección de ambos progenitores, de la misma manera, la Constitución de 

la República del Ecuador garantiza la igualdad de derechos y responsabilidades entre hombres y 

mujeres, extendiéndose esta igualdad hasta el ámbito familiar. Sin embargo, se debe tomar en cuenta 

la responsabilidad de quien tiene la tenencia de la niña, niño o adolescente y el gobierno debe revisar 

los mecanismos de seguimiento para que se cumpla con la tenencia y las visitas de los padres, ya que 

se ha convertido en un instrumento para lastimar intencionalmente a los padres que no tienen la 

tenencia, lo que hoy es conocido como violencia vicaria. 

Aunque la motivación del asambleísta Jorge Guevara se refiere a una “falta de coparentalidad 

equitativa” y señala que es fundamental que la legislación ecuatoriana se revise y se adapte para 

reflejar un modelo de coparentalidad más equitativo; de conformidad con las comparecencias de los 

jueces y activistas defensores de los derechos de los niños y adolescentes, se ha establecido que en la 

práctica no existe la voluntad de los padres obligados y que en una ponderación de los derechos de los 

niños y de los padres, evidentemente prima el interés superior del niño. 

 6.- CONCLUSIONES DEL INFORME 
El presente informe ha sido desarrollado considerando las observaciones y planteamientos remitidos 

a la Comisión Especializada Permanente de Protección Integral a Niñas, Niños y Adolescentes; no 

obstante, se espera que el Ejecutivo permita articular y aunar esfuerzos para que las reformas 
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planteadas sean medibles, objetivas, concretas y que estas tengan el compromiso de impulsarlas en 

los órganos rectores de la política pública. 

Asimismo, el informe ha sido aprobado y desarrollado con alto compromiso y responsabilidad, para 

que los legisladores puedan formular observaciones importantes que permitan enriquecer el debate 

y mejorar lo dispuesto en la legislación prevista para el efecto. 

Las presentes reformas representan un primer avance significativo en la actualización de esta norma 

preconstitucional que, al verse fallida la aprobación del COPPINNA, se pueda fortalecer el marco 

normativo que tiene como finalidad la garantía de los derechos de las niñas, niños y adolescentes. 

En razón de todo lo expuesto y considerando la falta de compromiso por parte del Ejecutivo, esta 

Comisión ha realizado un gran esfuerzo para que las reformas planteadas establezcan un marco 

normativo que, sin abandonar el carácter y naturaleza de las reformas planteadas y unificadas, 

responda efectivamente a la nueva realidad y a la necesidad de proteger a nuestros niños, niñas y 

adolescentes con estricto apego al cumplimiento del interés superior del menor. 

7.- RECOMENDACIÓN DEL INFORME 
Por las consideraciones expuestas en este informe, la Comisión Especializada Permanente de 

Protección Integral a Niñas, Niños y Adolescentes, recomienda al Pleno de la Asamblea Nacional, la 

aprobación del presente. 

8.- RESOLUCIÓN Y DETALLE DE LA VOTACIÓN DEL INFORME 

CERTIFICO.- Que la moción presentada por el asambleísta Raúl Arturo Chávez Núñez del Arco: “Aprobar 

el Informe para Primer Debate del “Proyecto de Ley Orgánica Reformatoria Unificada al Código de la 

Niñez y Adolescencia: Libros I, II y III, con las observaciones realizadas en esta sesión” fue aprobada en 

la sesión No. 016-CEPPINNA-2025-2027 de 05 de agosto de 2025, en el Pleno de la Comisión 

Especializada Permanente de Protección Integral a Niñas Niños y Adolescentes con la votación de las 

y los Asambleístas: Henry Ariel Bayas Rea, Linda Grace Bravo Mancilla, Angélica Tatiana Cabrera 

Chiriguayo, Raúl Arturo Chávez Núñez del Arco, Dina Maribel Farinango Quilumbaquin, Johnny Enrique 

Terán Barragán, Mónica Lucía Vaca Orellana, Alejandro Lorenzo Vanegas Cortázar y Rebeca Viviana 

Veloz Ramírez, con la siguiente votación: AFIRMATIVO: NUEVE (09). NEGATIVO: CERO (0). 

ABSTENCIÓN: CERO (0). ASAMBLEÍSTAS AUSENTES EN LA VOTACIÓN: Mónica Estefanía Palacios 

Zambrano, UNO (01).  

9.- ASAMBLEÍSTA PONENTE 

La asambleísta Viviana Veloz Ramírez, Presidenta e integrante de la Comisión Especializada 

Permanente de Protección Integral a Niñas, Niños y Adolescentes, es la ponente del Informe para 

primer debate en el Pleno de la Asamblea Nacional. 

10.- ASAMBLEÍSTAS QUE SUSCRIBEN EL PRESENTE INFORME 

 

 

AS. VIVIANA VELOZ RAMÍREZ    AS. RAÚL CHÁVEZ NÚÑEZ DEL ARCO 

PRESIDENTA DE LA COMISIÓN    VICEPRESIDENTE DE LA COMISIÓN 
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AS. HENRY BAYAS REA     AS. LINDA BRAVO MANCILLA 

MIEMBRO DE LA COMISIÓN    MIEMBRO DE LA COMISIÓN 

 

 

 

 

 

 

 AS. ANGÉLICA CABRERA CHIRIGUAYO   AS. DINA FARINANGO QUILUMBAQUIN 

 MIEMBRO DE LA COMISIÓN    MIEMBRO DE LA COMISIÓN 

 

 

 

 

AS. MÓNICA PALACIOS ZAMBRANO   AS. JOHNNY TERÁN BARRAGÁN 

 MIEMBRO DE LA COMISIÓN    MIEMBRO DE LA COMISIÓN 

 

 

 

 

AS. MÓNICA VACA ORELLANA    AS. ALEJANDRO VANEGAS CORTÁZAR 

 MIEMBRO DE LA COMISIÓN    MIEMBRO DE LA COMISIÓN 

 

Razón: Siento como tal que el Informe para Primer Debate del “Proyecto de Ley Orgánica Reformatoria 

Unificada al Código de la Niñez y Adolescencia: Libros I, II y III”, fue debatido y aprobado por el Pleno 

de la Comisión Especializada Permanente de Protección Integral a Niñas, Niños y Adolescentes en la 

sesión ordinaria No. 0016-CEPPINNA-2025-2027 de 05 de agosto de 2025.- Lo certifico.- Quito, 05 de 

agosto de 2025.  

 

 

Abg. Erika Intriago Guerra, Mgs. 

Secretaria Relatora 

COMISIÓN ESPECIALIZADA PERMANENTE DE PROTECCIÓN INTEGRAL A NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES 
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PROYECTO DE LEY ORGÁNICA REFORMATORIA UNIFICADA AL CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y 

ADOLESCENCIA: LIBROS I, II Y III 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Constitución de la República señala que el Ecuador es un estado de derechos y justicia que debe 

procurar el bienestar de sus ciudadanos y ciudadanas a través de un marco legal que garantice el pleno 

ejercicio de los derechos, como lo es la protección a la población más vulnerable que son las niñas, 

niños y adolescentes.  

Este grupo de atención prioritaria tiene derecho a su desarrollo integral, entendido como el proceso 

de crecimiento y maduración de su intelecto y de sus capacidades, en un entorno familiar, escolar, 

social y comunitario de afectividad y seguridad, lo que permite la satisfacción de sus necesidades 

sociales, afectivo-emocionales y culturales, con el apoyo de políticas intersectoriales nacionales y 

locales.  

La familia es el núcleo fundamental de la sociedad y el Estado debe garantizar las condiciones que 

favorezcan la consecución de sus fines, proteger los derechos de las personas integrantes de la familia, 

promover la maternidad y paternidad responsables, garantizando así los derechos y la libertad 

reproductivos de hombres y mujeres. 

La Constitución, el Código de la Niñez y Adolescencia y los tratados internacionales, reconocen a la 

familia como el núcleo básico de la formación social y el medio natural y necesario para el desarrollo 

integral de sus miembros, principalmente los niños, niñas y adolescentes, donde sus relaciones 

jurídicas de carácter no patrimonial son personalísimas, irrenunciables, intransferibles e 

intransmisibles; y, reconoce a la familia biológica, formada por el padre, la madre, sus descendientes, 

ascendientes y colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad. 

Los avances en las ciencias médicas han logrado que las personas que no han podido o no pueden 

procrear, tengan la posibilidad de acudir a  alternativas para la reproducción humana, para los cuales 

se han desarrollado las Técnicas de Reproducción Humana Asistida o Técnicas de Reproducción 

simplemente, las cuales forman parte de los recursos de tratamiento de los trastornos de la fertilidad, 

en los cuales se encuentran un conjunto de procedimientos de actuación directa en los gametos 

(ovocitos o espermatozoides), favoreciendo la fecundación y transferencia de embriones en la cavidad 

uterina, avances que comenzaron con la fecundación in vitro hace más de treinta años. Por tanto, la 

reproducción humana asistida es una herramienta fundamental en la medicina moderna que permite 

a muchas personas y parejas alcanzar el sueño de formar una familia, que debe ser reconocida y gozar 

de todos los derechos fundamentales, entre ellos, el derecho a la identidad de cada uno de sus 

integrantes. 

Al 2018, en Ecuador, el 15% de las parejas en edad reproductiva, casadas de entre 25 y 40 años, 

presentaban problemas temporales de infertilidad; y, según el presidente de la Sociedad Ecuatoriana 

de Medicina Reproductiva (SEMER), el 40% se da por causas femeninas, otro 40% por masculinas y el 

20% por combinación, registrándose en el país a 1.500 niños nacidos mediante reproducción asistida 

y 5 millones en el mundo 

En la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el artículo 6 determina que todo ser humano 

tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica; y, la Convención sobre los Derechos del 

Niño, en el número 1 del Artículo 8, dispone que los Estados Partes están obligados a respetar el 

derecho a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares. 
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Además, el Ecuador es parte de la Agenda 2030, razón por la cual el país es responsable de dar 

cumplimiento a las metas planteadas en el Objetivo de Desarrollo Sostenible Nro. 16 sobre Paz, justicia 

e instituciones sólidas, el cual deberá proporcionar el acceso a una identidad jurídica para todas y 

todos, en particular mediante el registro de nacimientos. Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo 

2024-2025 establece como Política 1.2 - Garantizar la inclusión social de las personas y grupos de 

atención prioritaria durante su ciclo de vida, para lo cual debe fortalecer el tejido social y a la familia 

como el espacio natural y fundamental para el desarrollo integral del niño, niña y adolescente. 

Las niñas o niños que nacen producto de dichos procedimientos, cuyo bienestar depende, entre otros, 

de garantizar el pleno ejercicio de su derecho a la identidad personal, que como derecho de libertad, 

contenido en el número 28 del Artículo 66 de la Constitución de la República permite la designación 

de las personas con nombre y apellido, debidamente, registrados y libremente escogidos; así como la 

conservación y desarrollo de sus características materiales e inmateriales de la identidad, como son la 

nacionalidad, la procedencia familiar, las manifestaciones espirituales, culturales, religiosas, 

lingüísticas, políticas y sociales. 

A nivel normativo y doctrinario, el derecho a la identidad personal se configura como un conjunto de 

datos de índole biológico atribuidos en función de género cuyas connotaciones de apellido y nombre 

permiten distinguir a una persona de las demás, incluye rasgos de personalidad distintivos que 

devienen del vínculo familiar, los cuales acompañaran al individuo a lo largo de su existencia. En ese 

contexto, el derecho a la identidad ha ido evolucionando hasta ser reconocido a nivel jurídico y social 

en virtud del cual una persona adquiere la sujeción de derechos y responsabilidades, así como el 

sentido de pertenencia respecto del Estado, el territorio, la sociedad y la familia, aspecto necesario 

para preservar la dignidad individual de las personas, en la medida en que intrínsecamente el 

reconocimiento de la identidad a través del registro de nacimiento posibilita adquirir la identidad, 

nombre y nacionalidad. 

Los problemas jurídicos relativos al reconocimiento y filiación de las niñas y niños concebidos a través 

de técnicas de reproducción asistida han sido tratados y desarrollados a través de varias sentencias y 

precedentes de las cuales se debe mencionar: 

1. En el caso No. 05-2014 de la Corte Nacional de Justicia resolvió que:  

La práctica del examen comparativo de patrones de bandas o secuencias de ácido desoxirribonucleico 

- ADN, como prueba que permite establecer la filiación o parentesco, es idónea dentro de los juicios 

de impugnación de paternidad o maternidad, no así en los juicios de impugnación de reconocimiento, 

que solo prosperan cuando el reconociente (sic) demuestra ya no la ausencia de vínculo consanguíneo 

con el reconocido, sino que el acto del reconocimiento, acto jurídico propio, es el resultado de la 

concurrencia de vicios de consentimiento o ilicitud de objeto. 

2. En el caso No. 184-18-SEP- CC de la Corte Constitucional del Ecuador se resolvió:  

 - CASO SATYA, resolvió un caso judicial emblemático en el cual se puso en discusión el tema de 

reproducción humana asistida; y, sobre todo, la falta de regulación legal al respecto, al considerarlo un 

atentado contra los derechos de igualdad formal, material y no discriminación, al derecho a tomar 

decisiones libres, informadas, voluntarias y responsables sobre la sexualidad y reproducción, la vida y 

orientación sexual, el derecho a la identidad personas, entre ellas a tener nombre, apellido y familia, 

así como a su protección desde el Estado y el interés superior de la niña; y, dispuso que la Asamblea 

Nacional, en un año, adopte disposiciones legales para regular procedimientos médicos de 

reproducción asistida en armonía con la constitución, entre otras disposiciones. 
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       3. La Corte Suprema de Colombia, en la Sentencia No. SC009 de 2024 señaló: "lo que resulta 

irrefutable en el área de la «reproducción asistida» es la trascendencia del «consentimiento 

informado» en las repercusiones que se derivan de acudir a técnicas científicas poro cristalizar el sueño 

de prolongar la especie humana ", por lo que atendiendo las diferencias que puedan darse entre las 

variadas manifestaciones de familia y no existiendo razones para discriminar a las personas que de 

forma voluntaria optan por acudir a técnicas científicas de asistencia reproductiva para ampliar el 

círculo familiar acudiendo a donantes de material genético, eso posibilita el surgimiento de los nexos 

filiatorios derivados del consentimiento sin que sea necesario hacer extensivos los alcances de 

preceptos concebidos netamente para la «filiación biológica». 

De manera histórica, la Corte Nacional de Justicia del Ecuador estableció un precedente crucial en 

materia de filiación, en casos de reproducción humana asistida con uso de gametos de donante: la 

prueba de ADN no sirve para efectos de impugnar la filiación. Este fallo enfatiza la importancia del 

consentimiento parental por encima del origen biológico, reafirmando el principio del interés superior 

del niño, niña o adolescente; y, brinda mayor certidumbre jurídica a las familias que han recurrido o 

planean recurrir a técnicas de reproducción humana asistida: el vínculo entre padres e hijos no se 

limita a la relación biológica, se fundamenta también en el consentimiento y la voluntad de los padres 

de asumir sus responsabilidades parentales. 

El tribunal de casación resolvió, que en los procesos de impugnación de paternidad de hijas e hijos 

nacidos mediante fecundación in vitro con donante de semen, no hace prueba el examen de ADN, por 

no estar en discusión la procedencia biológica, debiendo demostrarse en estos casos que existió 

consentimiento no viciado del padre o madre, para el procedimiento de reproducción asistida. En la 

parte resolutiva, se dispuso que se oficie a la Asamblea Nacional a fin de que adopte los procesos 

necesarios para la regulación de la filiación de los hijos concebidos mediante reproducción asistida. Es 

por ello que, al existir una disposición de cumplimiento obligatorio, que busca garantizar los derechos 

de las niñas y niños que han sido concebidos a través de técnicas de reproducción asistida, es 

obligación ética, moral y legal de la Asamblea Nacional realizar las reformas necesarias para que el 

interés superior del niño sea el que predomine en la legislación ecuatoriana. Este proyecto de Ley 

pretende proteger el derecho a la identidad de las niñas y niños nacidos mediante técnicas de 

reproducción asistida, garantizando que el consentimiento libre e informado de dichas prácticas 

prevalezca sobre cualquier decisión posterior de los progenitores en cuanto a su reconocimiento y 

filiación, sin discriminación alguna. 

  

CONSIDERANDO 

Que, el artículo 4 de la Constitución de la República ordena que: "El Estado, la sociedad y la familia 

promoverán de forma prioritaria el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes, y asegurarán 

el ejercicio pleno de sus derechos; se atenderá al principio de su interés superior y sus derechos 

prevalecerán sobre los de las demás personas."; 

Que, la Constitución de la República del Ecuador en el artículo 11, numeral 2, determina que todas las 

personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades. El Estado adoptará 

medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en favor de los titulares de derechos que 

se encuentren en situación de desigualdad; 

Que, el artículo 44 de la Constitución de la República establece que el Estado, la sociedad y la familia 

promoverán de forma prioritaria el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes, y asegurarán 

el ejercicio pleno de sus derechos; se atenderá al principio de su interés superior y sus derechos 
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prevalecerán sobre los de las demás personas. Las niñas, niños y adolescentes tendrán derecho a su 

desarrollo integral, entendido como proceso de crecimiento, maduración y despliegue de su intelecto 

y de sus capacidades, potencialidades y aspiraciones, en un entorno familiar, escolar, social y 

comunitario de afectividad y seguridad. Este entorno permitirá la satisfacción de sus necesidades 

sociales, afectivo-emocionales y culturales, con el apoyo de políticas intersectoriales nacionales y 

locales. 

Que, el Artículo 45 de la Constitución de la República reconoce que las niñas, niños y adolescentes son 

titulares de los mismos derechos humanos que los adultos, además de aquellos específicos de su edad, 

garantizando su vida, cuidado y protección desde la concepción. Asimismo, consagra su derecho a la 

integridad física y psíquica, salud integral, educación, seguridad social, familia y convivencia, 

participación social, libertad y dignidad, y a ser consultados en los asuntos que les afecten, asegurando 

su desarrollo en un entorno que respete su interés superior. 

Que, la Constitución de la República del Ecuador en el artículo 46, numeral 1, ordena que el Estado 

brindará la atención a menores de seis años, que garantice su nutrición, salud, educación y cuidado 

diario en un marco de protección integral de sus derechos; 

Que, el artículo 66. numeral 9 de la Constitución de la República reconoce y garantizará a las personas 

el derecho a la integridad personal, que incluye la integridad física, psíquica, moral y sexual; y el 

derecho a tomar decisiones libres, informadas, voluntarias y responsables sobre su sexualidad, vida y 

orientación sexual. 

Que, el número 28 del Artículo 66 de la Constitución de la República reconoce y garantiza a las 

personas: "El derecho a lo identidad personal y colectiva, que incluye tener nombre y apellido, 

debidamente registrados y libremente escogidos; y conservar, desarrollar y fortalecer las 

características materiales e inmateriales de lo identidad, tales como la nacionalidad, la procedencia 

familiar, las manifestaciones espirituales, culturales, religiosas, lingüísticas, políticas y sociales."; 

Que, en el primer párrafo del Artículo 67 de la Constitución de la República se reconoce a la familia en 

sus diversos tipos, siendo obligación del Estado protegerla como núcleo fundamental de la sociedad y 

garantizar condiciones que favorezcan integralmente la consecución de sus fines, para lo cual las 

familias: "se constituirán por vínculos jurídicos o de hecho y se basarán en la igualdad de derechos y 

oportunidades de sus integrantes." 

Que, la Constitución de la República del Ecuador en el artículo 69, numeral 5, contempla que el Estado 

promoverá la corresponsabilidad materna y paterna y vigilará el cumplimiento de los deberes y 

derechos recíprocos entre madres, padres, hijas e hijos; 

Que, los números 1 y 6 del Artículo 69 de la Constitución de la República en relación a los derechos de 

las personas integrantes de la familia incluye, entre otros, que se promoverá la maternidad y 

paternidad responsables y que las hijas e hijos: “tendrán los mismos derechos sin considerar 

antecedentes de filiación o adopción."; 

Que, la Constitución de la República del Ecuador en el artículo 83, numeral 16, ordena que son deberes 

y responsabilidades de los ecuatorianos y ecuatorianas, asistir, alimentar, educar y cuidar a las hijas e 

hijos. Este deber es corresponsabilidad de madres y padres en igual proporción, y corresponderá 

también a las hijas e hijos cuando las madres y padres lo necesiten; 

Que, el artículo 358 de la Constitución dispone que el Sistema Nacional de Salud garantizará la 

universalidad y la equidad en el acceso a servicios de salud de calidad, asegurando que los 
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tratamientos médicos cumplan con criterios de necesidad y proporcionalidad, en concordancia con la 

evidencia científica; 

En uso de sus atribuciones constitucionales y legales, expide la siguiente: 

 

LEY ORGÁNICA REFORMATORIA UNIFICADA AL CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA: LIBROS I, II 

y III 

 

Artículo 1.- Agregar a continuación del artículo 4 “Definición de niño, niña y adolescente” del Libro 

Primero “Los Niños, Niñas y Adolescentes Como Sujetos de Derechos” del Título I, “DEFINICIONES” 

del Código de la Niñez y Adolescencia el siguiente artículo:   

“Artículo 4.1.- El sexo del recién nacido se inscribirá como hombre o mujer, según la determinación de 

su condición biológica por parte del profesional de la salud o de quien haya asistido en el parto.” 

Artículo 2.- Sustituir el artículo 21 del Libro Primero del Código de la Niñez y Adolescencia por el 

siguiente: 

“Artículo 21.- Derecho a conocer a los progenitores y mantener relaciones con ellos. - Las niñas, niños 

y adolescentes tienen derecho a conocer a sus progenitores y su origen biológico, independientemente 

de la forma en la que se establezca su filiación, incluyendo aquellos que han sido sujetos de adopción 

o concebidos a través de métodos de reproducción asistida. 

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a ser cuidados por sus progenitores y a mantener 

relaciones afectivas permanentes, personales y regulares con ellos y demás parientes, incluida su 

familia afín y otras personas con vínculo afectivo; especialmente, cuando se encuentran separados por 

cualquier circunstancia, salvo que la convivencia o relación afecten sus derechos y garantías. Este 

derecho se ejercerá con las limitaciones y prohibiciones establecidas en este Código, particularmente 

frente a cualquier caso o tipo de violencia. 

No se les limitará o prohibirá de este derecho por falta o escasez de recursos económicos de sus 

progenitores, ni por su condición y categoría migratoria. 

En los casos de desconocimiento del paradero de alguno de sus progenitores o de ambos, el Estado, 

los parientes y demás personas que tengan información deberán proporcionarla y ofrecer las 

facilidades para localizarlos.” 

Artículo 3.- Agregar a continuación del artículo 27 “Derecho a la salud” del Libro Primero “Los Niños, 

Niñas y Adolescentes Como Sujetos de Derechos” del Título III “Derechos, Garantías y Deberes”, del 

Capítulo II “DERECHOS DE SUPERVIVENCIA” del Código de la Niñez y Adolescencia el siguiente 

artículo:   

“Artículo 27.1.- Prohibición de intervenciones médicas para la modificación del sexo en menores de 

edad.- Queda prohibido cualquier procedimiento médico, farmacológico o quirúrgico que tenga como 

propósito modificar el sexo biológico de niños, niñas y adolescentes.” 

Artículo 4.- Sustituir el artículo 99 del Título I “Disposiciones Generales” del Libro Segundo, “El niño, 

niña y Adolescente en sus relaciones de familia” del Código de la Niñez y Adolescencia por el 

siguiente: 
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“Artículo 99. Unidad de filiación. - Todas las hijas e hijos son iguales ante la ley, la familia y la sociedad. 

Se prohíbe su discriminación o medidas que establezca diferencias de filiación o exigir declaraciones 

que indiquen su modalidad por cualquier causa o condición propia o de sus progenitores, 

representantes legales o responsables de su cuidado. 

Las niñas, niños y adolescentes adoptados, así como las y los nacidos a través de técnicas de 

reproducción asistida, tendrán los mismos derechos y deberes que las y los hijos biológicos y sus 

progenitores tendrán los mismos derechos y obligaciones.” 

Artículo 5.- Sustituir el numeral 4 del artículo 106 del Título II “De la patria potestad” del Libro 

Segundo, “El niño, niña y adolescente en sus relaciones de familia” del Código de la Niñez y 

Adolescencia por el siguiente: 

“4. Si ambos progenitores demuestran iguales condiciones, el juez preferirá como primera alternativa, 

la tenencia compartida del niño, niña o adolescente, excepto que no sea posible o resulte perjudicial 

para el interés superior del niño, niña o adolescente.” 

Artículo 6.- Sustituir el literal b) e inciso siguiente después del literal d) del artículo innumerado 

“…(15)” del Capítulo I “Derecho de Alimentos” contenido en el Título V del Derecho de Alimentos 

del Libro Segundo “El niño, niña y adolescente en sus relaciones de familia” del Código de la Niñez y 

Adolescencia por los siguientes textos:  

“b) Los ingresos y recursos de ambos progenitores y/o alimentantes, apreciados en relación con sus 

ingresos ordinarios y extraordinarios, gastos propios de su modo de vida y de sus dependientes 

directos; evaluando proporcionalmente la capacidad económica de cada uno asegurando que la 

contribución económica de ambos progenitores sea justa y equitativa; 

d) Inflación 

El/la Juez/a o mediador/a en ningún caso podrá fijar un valor menor al determinado en la Tabla de 

Pensiones Alimenticias Mínimas. Sin embargo, podrá fijar una pensión mayor a la establecida en la 

misma, considerando el ingreso y recursos de ambos progenitores y/o alimentantes; lo que garantice 

un nivel de vida adecuado para la niña, niño o adolescente y, el mérito de las pruebas presentadas en 

el proceso.” 

Artículo 7.- Agregar los literales e) y f) al artículo 157 del Capítulo I “Reglas Generales” contenida en 

el Título VII “De la adopción” del Libro Segundo “El niño, niña y adolescente en sus relaciones de 

familia” del Código de la Niñez y Adolescencia conforme el siguiente texto: 

“e) Cuando se trate de personas con discapacidad severa debidamente certificada por la entidad 

competente y exista la recomendación de adopción por parte de las unidades técnicas de adopción en 

procura del bienestar de la persona a ser adoptada y la aprobación del Juez competente; y, 

f) Cuando se trata de adoptar al hijo del cónyuge.” 

Artículo 8.- Sustituir el inciso final del artículo 157 del Capítulo I “Reglas Generales” contenida en el 

Título VII “De la adopción” del Libro Segundo “El niño, niña y adolescente en sus relaciones de 

familia” del Código de la Niñez y Adolescencia por el siguiente texto: 

“En ningún caso se podrá adoptar a personas mayores de veintiún años, con excepción de lo 

preceptuado en los literales e) y f) del presente artículo.” 
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Artículo 9.- Sustituir el artículo 168 del Capítulo II “Fase Administrativa” contenida en el Título VII 

“De la adopción” del Libro Segundo “El niño, niña y adolescente en sus relaciones de familia” del 

Código de la Niñez y Adolescencia por el siguiente: 

“De las Unidades Técnicas de Adopciones. - Corresponde a las Unidades Técnicas de Adopciones: 

1. Elaborar o solicitar y aprobar, los informes médicos, psicológicos, legales, familiares y sociales, 

relativos a la persona que va a adoptarse; y requerir las ampliaciones o aclaraciones que sean 

necesarias; 

2. Estudiar las solicitudes de adopción de los candidatos a adoptantes, evaluar los informes sobre la 

realización de los cursos de formación de padres adoptivos y declarar su idoneidad; 

3. Llevar a cabo el proceso de emparentamiento una vez emitido el acto administrativo con el que se 

culmina el proceso de asignación y presentar los informes respectivos; 

4. Diseñar y ejecutar, directamente o a través de entidades autorizadas para el efecto, el proceso 

continuo de formación de padres adoptivos y servicios de apoyo después de la adopción; 

5. Regular los procedimientos para garantizar que el niño, niña o adolescente sea adoptado por la 

persona o personas más adecuadas a sus necesidades, características y condiciones. Para este efecto, 

establecerá un sistema nacional integrado de información que cuente con un registro de los candidatos 

a adoptantes y un registro de los niños, niñas y adolescentes aptos para la adopción; y, 

6) Cumplir las demás disposiciones emanadas de la presente Ley y normativa secundaria concordante. 

Todo informe que se requiera en el proceso de adopción debe ser motivado y compromete la 

responsabilidad solidaria de la Unidad Técnica de Adopciones y de la entidad que lo elaboró. 

Estos informes y estudios son reservados y deberán archivarse y conservarse de manera que se asegure 

este carácter. Podrán acceder a ellos el adoptado que haya cumplido dieciocho años, sus padres 

adoptivos y las personas legitimadas para la acción de nulidad de la adopción.” 

Artículo 10.- Incorporar como disposición general tercera al Código de la Niñez y Adolescencia el 

siguiente texto:  

TERCERA: En los procesos relativos a pensiones alimenticias, cuando se disponga el secuestro, la 

retención o la prohibición de enajenar bienes del deudor, todos los gastos que se generen por la 

ejecución de dichas medidas serán de exclusiva responsabilidad del obligado. 

 

DISPOSICIONES REFORMATORIAS 

PRIMERA: En el artículo 139 del Libro II del Código General de Procesos, incluir un inciso final que 

establezca lo siguiente: 

“El transcurso del término de treinta días desde la emisión de la boleta de apremio personal no 

extinguirá su vigencia ni producirá su prescripción. En caso de que no se haya hecho efectiva dentro 

de dicho término, la boleta de apremio se renovará de forma automática, sin necesidad de nueva 

solicitud por parte de la persona interesada, hasta que se dé cumplimiento a la obligación impuesta o 

se haga efectiva la medida.” 

SEGUNDA: Sustitúyase el artículo 152 del Capítulo VII Del trabajo de mujeres y menores del Código 

del Trabajo, por el siguiente: 
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Toda mujer trabajadora tiene derecho a una licencia con remuneración de veinte y cuatro (24) semanas 

con remuneración completa por el nacimiento de su hija o hijo; en caso de nacimientos múltiples el 

plazo se extiende por diez días adicionales. 

La ausencia al trabajo se justificará mediante la presentación de un certificado médico otorgado por 

un facultativo del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, y, a falta de éste, por otro profesional; 

certificado en el que debe constar la fecha probable del parto o la fecha en que tal hecho se ha 

producido. 

El padre tiene derecho a licencia con remuneración por treinta (30) días por el nacimiento de su hija o 

hijo cuando el nacimiento sea por parto normal; en los casos de nacimientos múltiples o por cesárea 

se prolongará por cinco días más.  

En los casos de que la hija o hijo haya nacido prematuro o en condiciones de cuidado especial, se 

prolongará la licencia por paternidad con remuneración, por ocho días más y cuando la hija o hijo haya 

nacido con una enfermedad, degenerativa, terminal o irreversible, o con un grado de discapacidad 

severa, el padre podrá tener una licencia con remuneración por veinte y cinco días, hecho que se 

justificará con la presentación de un certificado médico otorgado por un facultativo del Instituto 

Ecuatoriano de Seguridad Social, y, a falta de éste, por otro profesional.  

En caso de fallecimiento de la madre durante el parto o mientras goza de la licencia por maternidad, 

el padre podrá hacer uso de la totalidad, o en su caso, de la parte que reste del período de licencia que 

le hubiere correspondido a la madre si no hubiese fallecido. 

TERCERA: Sustitúyanse los literales c) y d) del artículo 27 Título III Del Régimen Interno de 

Administración del Talento Humano Capítulo 2 De las Licencias, Comisiones de Servicio y Permisos 

de la Ley Orgánica de Servicio Público, por los siguientes: 

c) Por maternidad, toda servidora pública tiene derecho a una licencia con remuneración de veinte y 

cuatro (24) semanas por el nacimiento de su hija o hijo; en caso de nacimiento múltiple el plazo se 

extenderá por diez días adicionales. La ausencia se justificará mediante la petición a la unidad de 

talento humano si esta se solicita hasta 30 días antes del parto. El médico del Instituto Ecuatoriano de 

Seguridad Social podrá emitir un certificado; y, a falta de éste, por otro profesional de los centros de 

salud pública. En dicho certificado se hará constar la fecha probable del parto o en la que tal hecho se 

produjo; 

d) Por paternidad, el servidor público tiene derecho a licencia con remuneración de cuatro (4) semanas 

con remuneración completa contados desde el nacimiento de su hija o hijo cuando el parto es normal; 

en los casos de nacimiento múltiple o por cesárea se ampliará por cinco días más. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS  

PRIMERA: En el plazo improrrogable de 30 días posteriores a la promulgación de la presente ley, el 

Ministerio encargado de los asuntos de inclusión económica y social actualizará la Tabla de Pensiones 

Alimenticias, en donde se deberá incluir los porcentajes a cancelarse por parte de los progenitores y/o 

alimentantes, en la que se deberá observar proporcionalmente la capacidad económica de cada uno, 

para garantizar el bienestar del menor y asegurar que la contribución económica sea justa y equitativa.  

SEGUNDA: El Ministerio de Trabajo, las instituciones públicas y privadas en coordinación con el 

Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, deberán adecuar las disposiciones reglamentarias y políticas 

públicas para dar cumplimiento a lo dispuesto en esta Ley.  
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DISPOSICIÓN FINAL 

La presente ley entrará en vigor a partir de su publicación en el Registro Oficial. 

Dado y suscrito en la sede de la Asamblea Nacional, ubicada en el Distrito Metropolitano de Quito, 

provincia de Pichincha, a los xxxx días del mes de xxxx de dos mil veinticinco. 

 

Razón: En mi calidad de secretaria relatora de la Comisión Especializada Permanente de Protección 

Integral a Niñas, Niños y Adolescentes, certifico que el presente Informe para Primer Debate del 

Proyecto de Ley Reformatorio Unificado al Código de la Niñez y Adolescencia: Libros I, II y III, fue 

conocido, debatido y aprobado por el Pleno de la Comisión Especializada Permanente de Protección 

Integral a Niñas, Niños y Adolescentes, durante las sesiones ordinarias No. 2023-2025-87, de 07 de 

mayo del 2025, No. 004-CEPPINNA-2025-2027 de 12 de junio de 2025, No. 005-CEPPINNA-2025-2027 

de 17 de junio de 2025, No. 006-CEPPINNA-2025-2027 de 25 de junio de 2025, No. 007-CEPPINNA-

2025-2027 de 25 de junio de 2025, No. 008-CEPPINNA-2025-2027 de 04 de julio de 2025, No. 012-

CEPPINNA-2025-2027 de 22 de julio de 2025,  No. 015-CEPPINNA-2025-2027 de 30 de julio de 2025 y 

No. 016-CEPPINNA-2025-2027 de 05 de agosto de 2025 en la que el referido informe fue aprobado 

con la siguiente votación:  NUEVE (09) votos a favor; cero (0) votos en contra; cero (0) abstenciones; y 

UN (UNO) asambleísta ausente.  

Lo certifico.-  Quito, 05 de agosto de 2025.- 

 

 

 

Abg. Erika Eliana Intriago Guerra, Mgs. 

Secretaria Relatora 

COMISIÓN ESPECIALIZADA PERMANENTE DE PROTECCIÓN INTEGRAL A NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES 
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